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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones la Junta de 

Directores del Condominio 218 (Junta de Directores o recurrente) 

con el propósito de que revisemos y revoquemos la Resolución por 

medio de la cual el Departamento de Asuntos del Consumidor 

(DACO) le ordenó abstenerse de toda gestión de cobro de las cuotas 

de mantenimiento aprobadas en la Asamblea del 26 de marzo de 

2017.     

I. 

 El Condominio Parque 218 fue constituido formalmente el 18 

de octubre de 1972.  Mediante Escritura de 21 de mayo de 1976 

sobre cesión de derechos comparecieron Parque 218, una 

corporación representada por su presidente (el desarrollador) y los 

propietarios de los cuatro (4) apartamentos penthouse (PH) del 

edificio.  Se hizo constar que el área de azotea del Condominio de 

4,491 p.c., sin incluir los elementos comunes, sería de uso privativo 

del desarrollador bajo ciertas condiciones y que, por consiguiente, 
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cualquier tipo de preparación o mantenimiento que fuera necesario 

realizar en la loza de la azotea y sus barandas relacionadas con 

filtraciones y otros desperfectos correría por cuenta del 

desarrollador. 

 Asimismo, el desarrollador se reservó el derecho de elevación 

consistente en la construcción de una planta adicional al edificio 

que incluiría cuatro (4) apartamentos idénticos a los existentes en 

las cinco (5) plantas típicas de la estructura.  El desarrollador cedió 

y transfirió a los dueños de los penthouse y estos aceptaron el 

derecho de elevación, así como el derecho de uso individual o 

privativo de la azotea del edificio en común proindiviso y en partes 

iguales para cada uno.  Los mencionados dueños también 

adquirieron la posibilidad de renunciar al derecho de elevación.  

Los hechos que dieron paso al recurso del epígrafe 

comenzaron con una querella instada por Efraín Carretero ante el 

DACo allá para el 2016.  En esta se alegó que los titulares de los 

apartamentos penthouse del Condominio Parque 218 (Condominio) 

no pagaban cuota de mantenimiento correspondiente a la azotea y 

que la Junta de Directores no hacía las gestiones de cobro 

correspondientes.1 Ante ello, el 16 de febrero de 2017, el DACo 

emitió una Resolución Parcial a través de la cual dispuso, entre 

otras cosas, que la Junta de Directores tendría que celebrar una 

Asamblea si buscaba requerir el aumento en los pagos de la cuota 

de mantenimiento en cuestión.  

 En cumplimiento con lo dispuesto por el DACo, la aludida 

asamblea se celebró el 27 de marzo de 2017. A la misma 

comparecieron 15 titulares. Siendo 18 titulares el número de aptos 

para votar, el quórum necesario fue debidamente constituido. En la 

asamblea se discutió lo relacionado al cálculo de la cuota de 

 
1Apéndice del Recurso, pág. 178. 
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mantenimiento.  Debido a un déficit en el presupuesto de 2017, se 

llevó a votación la alternativa de un aumento en el pago de la cuota 

calculado según la superficie del apartamento. El resultado con 

mayor votación fue la propuesta basada en el pago de $135.00 para 

los apartamentos de una planta y de $270.00 para los apartamentos 

de dos plantas. Esta opción contó con el voto de 6 titulares y 4 a 

través de proxies, para un total de 10 votos.  

Debido a lo anterior, el 31 de marzo de 2017, Felicita Del 

Carmen Flores Rivera y Eliu Zambrana Vega (Querellantes), 

propietarios del apartamento PH número 6-C del Condominio, 

presentaron una Querella ante el DACo. Mediante la misma, 

impugnaron la Asamblea celebrada el 27 de marzo de 2017 y 

solicitaron auxilio a la agencia para que se les mantuviera el pago 

por concepto de cuota de mantenimiento de $135.00.  Esgrimieron 

que llevaban más de 45 años pagando dicha cantidad.  Además, 

argumentaron que la azotea es un anejo común proindiviso y no 

privativo de un solo titular.  

Por su parte, la Junta de Directores contestó la querella el 16 

de junio de 2017. En su escrito, adujo que el aumento de la cuota 

de mantenimiento de los apartamentos del sexto nivel (penthouse), 

era como consecuencia de que sus titulares adquirieron mediante 

cesión el séptimo nivel y dichos pies cuadrados le pertenecían de 

forma privativa a cada titular.  Añadieron que así lo refleja la 

escritura matriz y la Ley de Condominios establece que se pagará 

mantenimiento a base de los pies cuadrados.2 De igual forma, 

argumentaron que el aumento de la cuota estuvo basado en un 

análisis realizado por el contador público del Condominio y fue 

aprobado con el voto de la mayoría del Consejo de Titulares.  

 
2 Del expediente se desprende que los titulares adquirieron el derecho mediante 

Escritura Pública de Cesión Núm. 17. Apéndice del recurso, págs. 49-56.  
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Así las cosas, el 1 de octubre de 2018, la Junta de Directores 

presentó una Moción de Desestimación ante el DACo.  Alegó que de 

la Escritura Matriz del Condominio surgía que la azotea del 

apartamento en cuestión era de uso privativo perteneciente al 

desarrollador y que posteriormente se cedió a los Querellantes.  

Adujo que, dada la información que surgía de la Escritura Matriz, 

no era necesaria ninguna gestión por parte del Consejo de Titulares 

para cambiar la naturaleza privativa de las azoteas. De igual forma, 

argumentó que el aumento de la cuota de mantenimiento se realizó 

conforme a derecho, pues contó con la aprobación de más de dos 

terceras partes de los titulares, según requerido por ley.3  

 Luego de varios trámites procesales, el 13 de julio de 2020, el 

DACo emitió la Resolución bajo nuestra consideración.4 Mediante 

dicha determinación, ordenó a la Junta de Directores detener toda 

gestión de cobro de las cuotas de mantenimiento aprobadas en la 

Asamblea del 26 de marzo de 2017. En lo pertinente, el DACo 

dispuso que no surgía del expediente administrativo que los 

titulares de los PH hayan ejercido su derecho de elevación y 

construyeran sobre el mismo alguna edificación.  Destacó que el solo 

hecho del desarrollador haberle cedido el derecho de elevación, así 

como el uso individual o privativo de la azotea a los referidos 

titulares no implicaba que estos deban pagar automáticamente una 

cantidad mayor en cuota de mantenimiento basada en la superficie 

del apartamento.  El DACo precisó que se debía establecer que los 

titulares ejercieron dicho derecho y construyeron sobre el mismo.  

Asimismo, la agencia determinó lo siguiente: 

… 

 La azotea del Condominio Parque 218, es un anejo 
asignado para el uso particular de un apartamento, en 
este caso de los titulares del PH, con exclusividad de los 
demás. Por la naturaleza de ser anejo, la medida 

 
3 Apéndice del recurso, págs. 37-41. 
4 Notificada el 17 de diciembre de 2020 por errores con la dirección notificada. 
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superficial del mismo no debe ser incluida para computar 
el área superficial del apartamento en cuestión, ni su por 
ciento de participación en los elementos comunes del 
inmueble. El anejo puede ser incluido en el cálculo de 
cuota de mantenimiento con el consentimiento unánime 
de los titulares.”5 
 
… 
 

 Respecto a la votación donde se aprobó el aumento de las 

cuotas de mantenimiento, el DACo concluyó lo siguiente: 

En el presente caso la votación para que se calculara el 
porciento de participación por la superficie del 
apartamento se aprobó por la mayoría de los titulares 
durante la asamblea celebraba el 27 de marzo de 2017. 
La parte querellada no demostró que esa mayoría era 
igual o superior a las dos terceras partes de los titulares. 
Por lo aquí discutido, es forzoso concluir que el cambio 
realizado por la parte querellada, relacionado con el 
porciento de participación de los apartamentos, no fue 
conforme a derecho.6 

 

 Así, la agencia ordenó a la Junta de Directores a que 

convocara al Consejo de Titulares para que se expresara sobre los 

cambios relacionados a: (1) el cambio en el por ciento de 

participación de valor a superficie y (2) incluir el anejo de la azotea 

dentro del cálculo de mantenimiento de los apartamentos PH.  El 

DACo reiteró que el voto para aprobar dichas medidas deberá ser de 

dos terceras partes y unanimidad, respectivamente. 

En desacuerdo, el 7 de enero de 2021, la Junta de Directores 

solicitó la reconsideración de la Resolución. En la misma, insistió en 

que la votación se había llevado a cabo conforme a derecho, así como 

en la naturaleza privativa de la azotea. El DACo denegó de plano la 

reconsideración. De ahí que la Junta de Directores acudiera ante 

nos señalando los siguientes errores: 

ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO AL CONSIDERAR LA 
AZOTEA DEL CONDOMINIO UN ELEMENTO COMÚN, 
CUANDO DICHA AZOTEA SIEMPRE FUE Y ES 
PRIVATIVA Y ORDENAR LA CELEBRACIÓN DE UNA 
ASAMBLEA PARA QUE EL CONSEJO DE TITULARES 
RECURRENTE CAMBIARA LA NATURALEZA DE ESTA A 
UNA PRIVATIVA, ADEMÁS DE EXIGIR CON ELLO LA 
APROBACIÓN DE LA CUOTA DE MANTENIMIENTO. EL 

 
5 Apéndice del Recurso, pág. 13. 
6 Id.  
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PRIMERO EXIGIENDO UNA VOTACIÓN UNÁNIME Y EL 
OTRO ASUNTO EXIGIENDO UNA VOTACIÓN DE DOS 
TERCERAS PARTES. 
 
ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO AL NO DESESTIMAR 
LA QUERELLA OBJETO DE LA RESOLUCIÓN POR FALTA 
DE PARTES INDISPENSABLES Y PORQUE LOS 
RECURRIDOS SE ABSTUVIERON DE VOTAR EN LA 
ASAMBLEA CELEBRADA CONFORME ACUERDO EN LA 
QUERELLA SJ0016738. 

 

El DACo presentó su Alegato el 19 de marzo de 2021.  

Estamos en posición de resolver. 

II. 
 

A. 

Es harto conocido que, dado a que las decisiones 

administrativas están cobijadas por una presunción de legalidad y 

corrección, estas son merecedoras de deferencia por parte de los 

tribunales apelativos.  Vélez v. A.R.PE., 167 DPR 684, 693 

(2006); Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 727 (2005); Henríquez v. 

Consejo Educación Superior, 120 DPR 194, 210 (1987)).  Es por esta 

razón que nuestra autoridad revisora se ciñe a determinar si la 

agencia actúo de forma arbitraria, ilegal, o de manera tan 

irrazonable que su actuación constituyó un abuso de 

discreción.  (Véase, Mun. de San Juan v. J.C.A., 149 DPR 263, 280 

(1999); Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 134 (1998); Reyes 

Salcedo v. Policía de P.R., 143 DPR 85, 94 (1997); Murphy Bernabé 

v. Tribunal Superior, 103 DPR 692, 699 (1975)).  Por lo tanto, el 

criterio rector es la razonabilidad de la agencia recurrida.  García 

Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 870, 892 (2008). 

De igual forma, al momento de evaluar una decisión 

administrativa debemos tomar en consideración no solo la 

especialización y experiencia de la agencia sobre las controversias 

que tuviera ante sí, sino que también debemos distinguir entre 

cuestiones relacionadas a la interpretación de las leyes —donde los 
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tribunales somos los especialistas— y aquellos asuntos propios para 

la discreción o pericia administrativa.  Íd., a la pág. 892. 

Al aplicar ese criterio de razonabilidad y deferencia se ha 

dispuesto por la jurisprudencia que los foros apelativos no debemos 

intervenir con las determinaciones de hechos que las agencias 

formulan, si las mismas están sostenidas por evidencia sustancial 

que obre en el expediente administrativo.7  Bajo dicho escenario, los 

foros apelativos debemos sostenerlas.  Sec. 4.5 de la Ley Núm. 38-

2017, conocida como Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

del Gobierno de Puerto Rico, 3 LPRA sec. 9601 et seq. 

(LPAU).  (Véase también, Asoc. Vec. H. San Jorge v. U. Med. Corp., 

150 DPR 70, 75 (2000); Domínguez v. Caguas Expressway Motors, 

148 DPR 387, 397 (1999); T-JAC, Inc. v. Caguas Centrum Limited, 

148 DPR 70, 80-81 (1999)).  Del mismo modo, las conclusiones de 

derecho y las interpretaciones que realizan las agencias sobre la ley 

que le corresponde administrar, aunque revisables en toda su 

extensión, deben ser sostenidas a nivel apelativo si estas son 

razonables, aunque haya alguna otra interpretación igualmente 

adecuada.  P.R.T.C. v. J. Reg. Tel. de P.R., 151 DPR 269, 283 

(2000); Misión Ind. P.R. v. J.P., supra, a la pág. 133. 

Ahora bien, debemos puntualizar que —dado al hecho de que 

las resoluciones de los organismos administrativos se presumen 

correctas— quien impugne la misma tiene el peso de la prueba, por 

lo que deberá presentar evidencia suficiente para derrotar la 

presunción que estas poseen.  Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 

431 (2003).  De lo anterior, surge claramente que la carga probatoria 

le corresponde a la parte recurrente, por lo que de incumplir con ella 

la decisión administrativa deberá ser respetada por el foro apelativo. 

 
7 Evidencia sustancial es aquella evidencia relevante que una mente razonable 

podría aceptar como adecuada para sostener una conclusión.  Otero v. Toyota, 

supra, a la pág. 728. 
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B. 

La derogada Ley de Propiedad Horizontal, Ley Núm. 104 del 

25 de junio de 1958, fue enmendada sustancialmente por la Ley 

Núm. 103-2003, y se denominó Ley de Condominios. Esta ley 

promovía la política pública dirigida a “favorecer la utilización de 

edificios multipisos sometidos al Régimen de la Propiedad Horizontal 

como unidades de vivienda, para aprovechar eficientemente los 

escasos terrenos disponibles en áreas densamente 

pobladas. Álvarez Figueredo v. González Lamela, 138 DPR 958, 965 

(1995). 

Mediante la nueva Ley de Condominios, supra, el legislador se 

propuso "mejorar y fortalecer aún más el régimen existente, como 

sistema revestido de interés público por la función social que 

desempeña en nuestro desarrollo urbano". Exposición de Motivos, 

Ley Núm. 103-2003; Asoc. de Condóminos v. Naveira, 106 DPR 88, 

91 (1977). Así pues, ratificó los principios básicos del régimen de 

propiedad horizontal y mantuvo sus características fundamentales. 

Entre estas se encuentran el disfrute del apartamento como núcleo 

del régimen, el Consejo de Titulares como el organismo en el que 

reside el control último sobre las decisiones relacionadas con la 

administración del inmueble, el reconocimiento de la personalidad 

jurídica del Consejo, y la disponibilidad de un foro especializado 

para atender con agilidad los conflictos que puedan surgir entre los 

integrantes del régimen. Exposición de Motivos, Ley Núm. 103-

2003. 

Ahora bien, en el ámbito de Propiedad Horizontal, es la 

escritura matriz la fuente vinculante más importante para el 

régimen. Es en dicha escritura donde se estipula todo lo relacionado 

al uso para el que “será destinada toda área comprendida en el 

inmueble, y una vez fijado dicho uso sólo podrá ser variado mediante 

el consentimiento unánime de los titulares”. Art. 2 de la Ley de 
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Condominios, 31 LPRA sec. 1291. De igual forma, en la escritura 

matriz se incluye la descripción exacta de cada apartamento, 

incluyendo la superficie de estos. Esto con el propósito de 

determinar la participación sobre los elementos comunes para así 

establecer la cuota de mantenimiento que corresponda. Art. 3 y 8, 

31 LPRA secs. 1291a y 1291f. Dispone el Art. 8 que, para calcular 

dicha participación, se toma en consideración la superficie total del 

apartamiento. En el caso que se trate de un apartamiento de dos o 

más niveles, se considera la superficie de cada nivel dentro del 

cálculo. 

No obstante, cabe mencionar que en el caso ante nos, se 

trata de un inmueble sometido al régimen de propiedad 

horizontal previo al 1976. Por tanto, es menester destacar que 

previo a la nueva Ley de Condominios, el cálculo para la cuota 

de mantenimiento se realizaba de otra manera.  La Ley de 

Propiedad Horizontal de 1958 (Ley 104 de 1958), disponía que 

la cuota de mantenimiento de los apartamientos sometidos al 

régimen de propiedad horizontal se calcularía en base al valor 

asignado a cada apartamento en la escritura matriz.  La Ley 157 

del 4 de junio de 1976 enmendó varios artículos de la Ley 104 de 

1958. Una de esas enmiendas fue precisamente sobre el cálculo de 

la cuota de mantenimiento. Dicha enmienda dispuso que la cuota 

de mantenimiento se calcularía a base de la superficie de la totalidad 

de los apartamientos en el inmueble y la superficie de cada 

apartamiento. 

Ahora bien, la enmienda solamente vincularía a los 

inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal bajo la 

ley anterior, si mediante asamblea debidamente convocada, dos 

terceras partes de los titulares que, a su vez, representaran dos 

terceras partes del valor en los elementos comunes así lo 

dispusieran. En otras palabras, para poder cambiar el cálculo de la 

http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT31S1291&originatingDoc=I44835c43251411e380938e6f51729d80&refType=LQ&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Default)
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cuota de mantenimiento de valor al porcentaje fijado en la escritura 

matriz a la superficie de los apartamentos sería necesaria dicha 

votación. Cabe destacar que esto no fue enmendado por la Ley de 

Condominios de 2003. 

Por otra parte, el Artículo 11 de la Ley de Condominios 

estableció elementos comunes generales y elementos comunes 

limitados. En lo pertinente, entre los elementos comunes generales 

se consideraban, el terreno, los sótanos, azoteas, patios y jardines, 

locales destinados a porteros o encargados, áreas de 

estacionamiento y áreas recreativas, salvo pacto en contrario. En 

caso de que se fuese a adjudicar alguna de estas áreas a un 

apartamiento en particular, sería necesario que así hubiese quedado 

establecido en la escritura matriz. En la alternativa, si la 

adjudicación ocurriese luego de constituido el régimen, dispone el 

citado artículo que se requeriría el consentimiento unánime de los 

titulares. Asimismo, dicha adjudicación debería ser inscrita en el 

Registro de la Propiedad haciendo constar los nuevos porcentajes de 

participación de cada apartamento. 31 LPRA 1291i. 

Sin embargo, al momento de computar la superficie de los 

apartamientos no se tomarán en consideración las áreas que fueron 

asignadas en la escritura matriz como anejo de un apartamiento 

para su uso particular y con exclusión de todos los demás 

apartamientos. Este particular fue aclarado mediante la Exposición 

de Motivos de la Ley Núm. 281-2008, donde la Asamblea Legislativa 

estableció que los anejos pueden ser áreas de estacionamiento, 

patios o azoteas que sean expresamente asignadas para su uso 

exclusivo, particular y privado. No obstante, puntualizó que los 

titulares podrían incluir dichos anejos para el cómputo 

mediante votación unánime. 

En Trigas v. Junta de Directores, 187 DPR 384 (2012), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico, en una situación de hechos 
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similar a la que tenemos ante nos, reiteró que los anejos no son 

susceptibles de ser incluidos en la superficie del apartamento para 

calcular la cuota de mantenimiento. Sin embargo, aclaró el Tribunal 

Supremo que: “no existe impedimento para que la Junta convoque 

otra asamblea para aprobar el cambio en la fórmula del porcentaje 

de participación. No obstante, advertimos que para así hacerlo tiene 

que contar, esta vez, con el voto unánime de los titulares.”  Trigas v. 

Junta de Directores, supra. pág. 417. Es decir, para que se puedan 

incluir los anejos en el cálculo, es necesario el voto unánime. 

III. 

En el caso de autos, la recurrente arguye que incidió el DACo 

al requerir el voto unánime de los titulares para determinar incluir 

el anejo de la azotea en el cálculo de la participación en los 

elementos comunes del Condominio. Entiende que el área de la 

azotea ya había sido declarada privativa mediante la escritura de 

cesión previamente mencionada.  Según expuesto, la agencia 

determinó que la referida azotea es un anejo asignado para el uso 

particular de los titulares del PH.  Al respecto, concluyó que, por la 

naturaleza de ser anejo, la medida superficial del mismo no debe ser 

incluida para computar el área superficial del apartamento en 

cuestión, ni su por ciento de participación en los elementos comunes 

del inmueble.  La agencia sostuvo que el anejo puede ser incluido 

en el cálculo de la cuota de mantenimiento con el consentimiento 

unánime de los titulares. 

Luego de examinar el presente recurso de revisión judicial con 

sus respectivos anejos, resulta ostensible que la Junta de Directores 

no derrotó la presunción que le cobija a la Resolución del DACo, 

pues no presentó fundamentos que socaven la razonabilidad del 

dictamen y, por ende, la corrección de la cual goza.  

Consecuentemente, le conferimos deferencia a la decisión 

administrativa, por lo que nos vemos impedidos de cambiar el 
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parecer de la agencia por el nuestro. Una vez establecida la 

deferencia que se le reconocerá al dictamen impugnado, pasemos a 

evaluar los errores señalados. 

Es un hecho cierto que la escritura matriz dispone claramente 

que el desarrollador del Condominio se reservó un derecho de 

elevación futuro, así como el uso individual o privativo de la azotea 

del edificio.8 Asimismo, se reservó la facultad de ceder, transferir o 

enajenar este derecho y su uso a los titulares del piso seis.  Además, 

tanto el desarrollador como los cesionarios podrían renunciar al 

derecho de elevación en cualquier momento notificando al Consejo 

de Titulares y en virtud de la escritura pública correspondiente que 

debe ser presentada al Registro de la Propiedad. Ejerciendo dicha 

facultad, el desarrollador cedió la titularidad del derecho de 

elevación sobre la azotea, así como su uso individual y privativo a 

los titulares de los PH del piso. De igual forma, se estipuló que los 

cesionarios asumirían cualquier reparación o mantenimiento 

necesario en la loza de la azotea y sus barandas.9  Ahora bien, la 

recurrente no logró establecer que los titulares de los PH ejercieron 

el derecho de elevación y construyeron sobre el mismo alguna 

edificación para así dar paso al aumento en la cabida de la 

superficie. 

Por otro lado, la recurrente menciona que erró el DACo al 

determinar que la votación para el cambio de fórmula en el cálculo 

de las cuotas de mantenimiento no se hizo conforme a derecho. No 

le asiste la razón.  Es menester destacar que para que dicho cambio 

surta efecto es necesario que dos terceras partes de los titulares con 

derecho a voto así lo aprueben. Sin embargo, si bien del expediente 

surge que la votación se aprobó por la mayoría de los titulares 

durante la asamblea, la Junta de Directores no probó 

 
8 Apéndice del Recurso, pág. 87. 
9 Apéndice del Recurso, pág. 54. 
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fehacientemente que esa cantidad era igual o mayor a las dos 

terceras partes de los titulares.  Así, concurrimos con el DACo al 

determinar que, en efecto, dicha votación no se realizó conforme a 

derecho. 

Luego de examinar detenidamente la prueba documental 

sometida, así como las incontrovertidas determinaciones de hechos, 

nos resulta forzoso colegir que la evidencia sometida al DACo fue 

sustancial, y a su vez, fundamenta las conclusiones 

administrativas.  Nada en el expediente, derrota la deferencia y la 

presunción de corrección que le asiste a dicha decisión.  La 

recurrente tampoco trae a nuestra atención prueba del expediente 

que desmerezca aquella evidencia recibida y aquilatada por el foro 

recurrido.  Por todo lo cual, coincidimos con el dictamen 

administrativo, pues el mismo además de ser razonable y amparado 

en una interpretación correcta de la legislación aplicable, no incide 

en los señalamientos apuntados por el recurrente. 

En consecuencia, concluimos que no erró el DACo al emitir su 

Resolución, pues no sólo otorgó un remedio razonable y adecuado, 

basado en evidencia sustancial contenida en el expediente 

administrativo, sino que sus conclusiones de derecho son correctas.  

Tampoco se nos demostró que el recurrido foro se hubiese 

equivocado al apreciar la totalidad de la prueba.  Por todo lo cual, 

procede confirmar el dictamen administrativo. 

No discutiremos el segundo señalamiento de error, por razón 

de que las particularidades antes expuestas, lo hacen inmeritorio. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Resolución recurrida. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


